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En el presente expediente versa sobre una demanda interpuesta por la Compañía 

Minera San Simón en adelante (MSS) representada por el Sr. Fidel Ernesto 

Sánchez Alayo por cumplimiento de acto administrativo firme.  

MSS interpone la demanda contencioso administrativa, a fin de que se declare la 

nulidad de la Resolución 134-2012-OEFA-TFA de fecha 15 de agosto del 2012, 

expedida por la OEFA, en la cual se declara infundado su recurso de apelación 

interpuesto contra la Resolución Directoral Nº 151-2012-OEFA/DFSAI de fecha 12 

de junio de 2012, mediante la cual se le sanciona con una multa de 64 UITs, por 

haber cometido 8 infracciones. 

Las infracciones a las que hace referencia la sanción se tratan del incumplimiento 

de 7 recomendaciones brindadas por la empresa externa encargada de realizar las 

auditorías ambientales y por la infracción a la normativa ambiental al haber 

superado los límites máximos permisibles de STS. 

Con fecha 18 de enero del 2013 el Segundo Juzgado especializado en lo 

contencioso admite la demanda corriéndole traslado al Ministerio del Ambiente, así 

como a la OEFA; empero, el Ministerio del Ambiente solicita la extromisión del 

proceso, siendo el organismo correspondiente a demandar la OEFA. 

Ante ello, la OEFA contesta la demanda señalando que se ha respetado en todo 

momento el derecho al debido proceso, puesto que el demandante fue notificado en 

su debida oportunidad, con el inicio del Proceso Sancionador, otorgándosele el 

plazo de ley para que presente sus descargos. Asimismo, señalan que ellos son el 

organismo que tiene por competencia la supervisión, fiscalización y sanción en 

material ambiental de minería, y sostiene que el demandante no cumplió con 

levantar la totalidad de las recomendaciones otorgadas por la empresa supervisora 

externa y que, la determinación sobre el cumplimiento o no de las recomendaciones 

corresponde a la autoridad encargada de la supervisión, fiscalización y sanción. 

Por otro lado, con respecto a su relleno se señala que el demandante no ha 

cumplido con acreditar la presentación de del informe 847-2006/DSB/DIGESA ante 

la Dirección General de Asuntos Ambientales Mineros. 

Con respecto al Dictamen emitido por el Ministerio Público es de la opinión que se 

declara FUNDADA en parte la demanda por tener causales que dan lugar a declarar 

su nulidad de acuerdo con el art. 1. de la ley 27444, por haber aplicado una norma 

que no estaba vigente al momento de la comisión de la infracción. 

En la sentencia de primera instancia el segundo juzgado permanente contencioso 

administrativo declara fundada en parte la demanda interpuesta y en consecuencia 
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nula la Resolución del Tribunal de Fiscalización ambiental Nro.134-2012-OEFA/TFA 

y declara infundada la demanda en los demás extremos.  

La OEFA apela la sentencia de primera instancia señalando que hay una mala 

interpretación de la norma y que en este caso no hay vulneración a los principios de 

legalidad y tipicidad. 

Al respecto el dictamen del Ministerio Público es de la opinión que debe revocarse 

la sentencia apelada en el extremo que la declara fundada, y reformulándola, sea 

declarada infundada. 

Siendo ello así, la Tercera Sala Especializada en lo Contencioso Administrativo 

resuelve revocar la sentencia en el extremo que la declaró fundada, relacionada con 

la infracción grave que la multó con 50 UITs, reformándola la declararon infundada, 

con lo demás que contiene. 

Por su parte, MSS interpuso el recurso de casación fundamentando que se le ha 

aplicado una norma que no se encontraba vigente en el momento de la supuesta  

infracción, ya que se habría dado una aplicación ultractiva de la norma derogada, 

trasgrediendo lo dispuesto en la Constitución, así como los principios de legalidad, 

tipicidad e irretroactividad; dicho recurso fue rechazado, ya que no se cumplió con 

presentar dentro del plazo otorgado el monto de la tasa judicial por interposición de 

recurso de casación.  
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I. RELACIÓN DE LOS HECHOS PRINCIPALES 

EXPUESTOS POR LAS PARTES INTERVINIENTES 

EN EL PROCEDIMIENTO 
 

1.1. Demanda 

 

El 10 de octubre del 2012, la Compañía Minera San Simón SA, en adelante 

(MSS), representada por Fidel Ernesto Sánchez Alayo interpone demanda 

de Acción Contencioso Administrativa contra el Ministerio del Ambiente con 

la finalidad de que se declare la nulidad de la Resolución 134-2012-

OEFA/TFA de fecha 15 de agosto del 2012 que declara infundado el recurso 

de apelación interpuesto contra la Resolución Directoral Nro.151-2012-

OEFA/DFSAI de fecha 12 de junio del 2012, en el cual se sanciona al 

demandante con una multa de 64 UITs por la comisión de 8 infracciones, la 

demanda se sustenta en lo siguiente: 

- Con fecha 11 de julio de 2012, MSS cuestionó la Resolución Directoral 

Nro.151-2012-OEFA/DFSAI que impuso una multa de 64 UITs por 

haber infringido 7 recomendaciones brindadas por la empresa auditora 

ACOMISA, como resultado de una supervisión realizada del 08 al 12 

de septiembre del 2008, en la Unidad Minera La Virgen. 

 

- Al inicio del presente caso, la competencia funcional consistente en la 

supervisión, como la sanción, era de OSINERGMIN, las cuales fueron 

transferidas a la OEFA. 

 

- Las multas se originaron producto de la supervisión realizada por la 

empresa Tecnología XXI entre el 24 al 26 de noviembre del 2010, en 

el cual se declara que, no se han ejecutado las recomendaciones 

brindadas por la empresa ACOMISA en el año 2008, y que por tanto, 

el rigor de los plazos ya estaba vencido, así como también que, por 

las condiciones del trabajo minero, resultan extemporáneas. 

 

- Las recomendaciones brindadas por la empresa auditora (ACOMISA) 

en el 2008 fueron cumplidas oportunamente al 100%, y como es 

lógico, correspondía a OSINERGMIN, mediante su empresa auditora 

en el primer trimestre del año 2009, verificar si las recomendaciones 

se habían cumplido o no. Sin embargo, dicha situación no se cumplió, 

es por ello que las observaciones determinadas por Tecnología XXI 
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en noviembre del 2010, resultan extemporáneas dado que las 

recomendaciones de una supervisión externa son verificadas dentro 

de los plazos otorgadas por la misma empresa que las realizó; siendo 

que en este caso, el Acta emitida por Tecnología XXI debe 

considerarse como nuevas observaciones. 

 

- Que, del análisis de la descripción de implementación se puede colegir 

que la OEFA ha establecido erradamente del informe Nro.26-2010-

TEC-MA (elaborado por TECNOLOGIA XXI) que, el cumplimiento de 

las recomendaciones se dio solo al 50%, pero no realiza ningún 

análisis del contenido y detalles de las conclusiones de la empresa 

supervisora en mención ya que, esta menciona que sí se cumplió. 

Asimismo, establecen un segundo párrafo unas recomendaciones no 

expuestas por la primera empresa auditora en el año 2008, por lo que 

no deberían ser exigibles ya que, son nuevas recomendaciones que 

no han estado en el plano de detalles de la construcción por la 

empresa consultora Vector. 

 

- Con respecto al relleno sanitario, este ha sido aprobado por un Estudio 

de Impacto ambiental aprobado con Resolución Directoral Nro. 346-

2007MEM/AAM de fecha 26 de octubre 2007, empero, 

equivocadamente la OEFA que, el instrumento ambiental de DIGESA 

no es factible de aceptarlo debido a que se refiere a la unidad minera 

San Simón  y el EIA aprobado de MSS se refiere a la Unidad Minera 

La Virgen es decir proyectos diferentes y por ende indica que la Unidad 

Minera La Virgen no ha sido materia de fiscalización. 

 

- Que, la OEFA viene aplicando normas derogadas incumpliendo con 

los principios de legalidad, tipicidad, irretroactividad y debido 

procedimiento contemplados en los numerales 1, 2, 4 y 5 de la ley Nro. 

27444, Ley del Procedimiento Administrativo General. 

 

- Que, se le aplica inadecuadamente una multa de 2 UITs por cada 

recomendación incumplida, aplicando la Resolución de OSINERGMIN 

Nro. 257-2009-OS/CD de fecha 19 de diciembre del 2009, que multa 

el incumplimiento a las recomendaciones formuladas por las 

empresas auditoras, sin embargo, la aplicación es a partir de su 

entrada en vigencia y las infracciones se habrían cometido a partir de 

la no implementación de las recomendaciones brindadas en el 2008. 
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- La multa de 50 UITs carece de respaldo jurídico, puesto que se 

impone tomando como base una norma derogada (la Resolución 

Ministerial Nro.11-96-EM/VMM), la cual posibilitaba aplicar multas al 

superarlos el Límites Máximos Permisibles (en adelante LMP). 

 

- Que, el nuevo Decreto Supremo Nro. 010- 2010-MINAM en su artículo 

4°, estableció plazos para la adecuación de los LMPs a todos los 

titulares mineros que tengan problemas con los Niveles Máximos 

Permisibles (en adelante NMP), el mismo que recién vencía el 31 de 

agosto del 2012. 

 

1.2. Admisión de la demanda 

 

La Resolución Nro. 01 expedida por el Segundo Juzgado Especializado en lo 

Contencioso Administrativo, declaró inadmisible la demanda con motivo que 

MSS no incluyó dentro de los Anexos de esta, el documento donde se 

evidenciaba las facultades del representante legal.  

MSS dentro del plazo establecido, presentó la copia legalizada de la Escritura 

Pública donde se visualizaba los poderes suficientes del representante legal. 

Por cuanto, mediante Resolución Nro. 2 del 18 de enero del 2013, el Segundo 

Juzgado Especializado en lo Contencioso Administrativo, resolvió admitir a 

trámite la demanda interpuesta por MSS contra el Ministerio del Ambiente y 

el Organismo de Evaluación y Fiscalización Ambiental. 

 

1.3.  Descargos presentados por Ministerio del Ambiente  

 

Con fecha 13 de febrero del 2013, el Ministerio del Ambiente solicita la 

extromisión del proceso, basándose en los siguientes fundamentos: 

  

- Que, la OEFA a través del Tribunal de Fiscalización Ambiental, el cual 

es un órgano de esta Institución del Estado, se encarga de ejercer 

funciones como última instancia y sus resoluciones constituyen 

precedente vinculante en materia ambiental. 

 

- Que, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 17° del TUO de la 

ley que regula el proceso contencioso administrativo, la demanda 

contencioso administrativa se dirige contra la entidad administrativa 
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que expidió en última instancia el acto declaración. Por ello, el OEFA 

integra la relación jurídico procesal debidamente representado por el 

procurador público del Ministerio del Ambiente. De esta forma, se 

solicita se aclare que la demanda, la cual se debe dirigir solo contra el 

Organismo de Evaluación y Fiscalización Ambiental. 

 

1.4. Descargos presentados por el Organismo de Evaluación y 

Fiscalización Ambiental (OEFA) 

 

Con fecha 13 de febrero del 2013, el OEFA contesta la demanda indicando 

lo siguiente: 

- No se ha vulnerado derecho alguno ya que el demandante fue 

notificado con el inicio del Procedimiento Administrativo Sancionador, 

a fin de que, en el plazo de ley, presente sus descargos. 

 

- Con respecto a la competencia del OSINERGMIN, que mediante 

Resolución Nro.003-2010-OEFA/CD, publicada el 20 de julio del 

2010, se estableció como fecha efectiva de transferencia de 

funciones de supervisión, fiscalización y sanción ambiental en 

materia minera del OSINERGMIN a OEFA. 

 

- Que, corresponde indicar que de conformidad con la literal m) del 

artículo 22° del reglamento aprobado por Resolución Nro. 324-2007-

OS/CD, las empresas supervisoras se encuentran facultadas a 

formular recomendaciones en materia ambiental, señalando plazos 

perentorios para el cumplimiento de estas, debiendo agregar que el 

incumplimiento de dichas recomendaciones resulta sancionable a 

partir del 19 de diciembre de mil del 2009. 

 

- Que, respecto de los alegatos formulados por la parte demandante 

en los cuales indica que cumplió con subsanar oportunamente las 

recomendaciones según informe Nro. 10-2012/MA elaborado por ella 

misma en el mes de julio del 2012, debemos precisar que la 

determinación sobre el cumplimiento de dichas observaciones 

corresponde a la autoridad administrativa; siendo que dicha labor, fue 

desarrollada por la empresa auditora externa Tecnología XXI, 

verificándose el incumplimiento de las recomendaciones brindadas 

en el 2008 por la empresa ACOMISA mediante el informe Nro.01-

MA-2008-ACOMISA. 
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- Con respecto a su relleno sanitario, la recurrente ha presentado el 

informe Nro. 847-2016/DSB/DIGESA, pero no ha acreditado haberlo 

presentado ante la Dirección General de Asuntos Ambientales 

Mineros (DGAAM), así también, se verifica que en la Resolución que 

aprueba el Estudio de Impacto Ambiental (EIA) del proyecto 

ampliación de planta beneficio de 2250 a 16000 TMD no existe el 

informe mencionado como antecedente del referido EIA. 

 

- Sobre la ubicación del proyecto de relleno sanitario se encuentra en 

el área de concesión de la Unidad Minera San Simón mientras que, 

el proyecto de ampliación de planta de beneficio se refiere a la 

Unidad Minera La Virgen, la cual ha sido materia de supervisión. 

 

- Que el 24 de noviembre del 2010 se realiza una supervisión regular 

en la cual se determina el incumplimiento de las recomendaciones 

realizadas con anterioridad por lo que se entiende configurada la 

infracción recién con dicha fecha y no como erróneamente señala la 

demandante el 8 de septiembre del 2008, por lo cual se configura 

una infracción a la fecha de vigencia de la Resolución de 

OSINERGMIN Nro. 257-2009-OS/CDM. 

 

- Con respecto a la aplicación de la norma referente a los LMPs, la 

Resolución Ministerial 011-96-EM/VMM,  la cual derivó en una multa 

de 50 UITs cabe precisar que, tuvo vigencia hasta la entrada del 

Decreto Supremo Nº10-2010-MINAM del 21 de agosto del 2010. En 

consecuencia, estando que los hechos materia infracción se 

configuraron el 24 de noviembre del 2010, resulta la aplicación de la 

norma invocada,  

 

- Del mismo modo, se tiene que la vigencia de la norma señala que el 

parámetro de STS tiene un monto del límite máximo permisible 50, la 

cual es igual a la que contenía la Resolución Ministerial derogada, 

por lo que, en definitiva, no existe aplicación indebida en los montos 

aplicables. 

 

- Que, tanto la Resolución 134-2012OEFA/TFA y la Resolución 

Directoral Nro. 151-2011-OEFA/DFSAI, cumplen con todos los 

requisitos de validez de los actos administrativos y se encuentran 

sustentadas en las normas jurídicas vigentes en materia de 

fiscalización ambiental. 
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Posteriormente, luego de solicitar la subrogación del proceso a la nueva 

procuradora de OEFA, la cual fue aprobada mediante Resolución Nro. 05 

emitida por el Segundo Juzgado Permanente Especializado en lo 

Contencioso Administrativo, se presenta con fecha 10 de enero de 2014 

cuatro Dictámenes Fiscales para que puedan tenerse presente al momento 

de resolver la demanda. 

 

1.5. Dictamen del Ministerio Público 

 

Con fecha 5 de septiembre del 2014, el representante del Ministerio Público 

emite Dictamen, mediante el cual, precisa que este Organismo es de la 

opinión que la presente demanda debe declararse fundada en parte, debido 

a que la inspección se realizó entre el 24 y 26 de noviembre de 2010 y, la 

Resolución Ministerial 011-96-EM/VMM aplicada en para la sanción estaba 

derogada para dicha fecha, contraviniéndose los principios de legalidad y 

tipicidad. Por cuanto, la demanda debe ampararse en este extremo, 

ordenándose la renovación del acto del procedimiento administrativo 

afectado, a efectos de que la administración subsane el error incurrido de 

conformidad a lo establecido en artículo 177º del código procesal civil, 

aplicable supletoriamente al presente proceso contencioso administrativo. 

 

1.6. Solicitud de conclusión del proceso sin declaración sobre el 

fondo 

 

Con fecha 14 de octubre de 2014, MSS solicita la conclusión del proceso 

sin declaración sobre el fondo en aplicación Ley Nro. 30230 del 12 de julio 

del 2014, y su reglamento aprobado con Resolución de Consejo Directivo 

Nro. 026-2014-OEFA/CD de fecha 22 de julio del 2014, mediante los cuales  

se aprueban normas reglamentarias que facilitan la aplicación de lo 

establecido en el artículo 19º de la ley 30230, “Ley que establece medidas 

tributarias, simplificación de procedimientos y permisos para la promoción 

de la dinamización de la inversión en el país”, estableciendo así un 

tratamiento excepcional para la promoción de la inversión en materia 

ambiental; por ello, se suspenden los procesos sancionadores y se dispone 

que la demanda OEFA primero dicte una medida correctiva. 

Por lo que, siendo la Ley Nro. 30230 una norma más benigna, debe ser 

aplicable. En ese marco, la OEFA debe proceder conforme a ley, ordenando 
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la realización de las medidas correctivas para revertir las conductas 

infractoras y suspendiendo el procedimiento sancionador. 

Una vez verificado ello, dicho procedimiento concluirá o en su defecto, 

durante el período de 3 años las sanciones a imponerse no serán superiores 

a 50% de la multa a aplicar. 

 

1.7. El OEFA absuelve traslado de Solicitud de conclusión del 

proceso sin declaración sobre el fondo. 

 

Por su parte, OEFA señala que la Resolución materia de impugnación es 

cosa decidida, por cuanto, no opera la aplicación de una norma emitida con 

posterioridad a la conclusión de un procedimiento administrativo.  

Asimismo, considera que la solicitud de declaración de conclusión proceso 

sin emitir pronunciamiento sobre el fondo, constituye un reconocimiento de 

infracción sancionada y la renuncia la declaración de nulidad del acto 

administrativo. 

 

1.8. Resolución sobre conclusión del proceso sin declaración 

sobre el fondo. 

 

El Segundo Juzgado Permanente Especializado en lo Contencioso 

Administrativo en mérito a que, siendo la controversia en el proceso verificar 

la legalidad de los actos administrativos emitidos mediante Resolución 

Directoral Nro. 151-2012-OEFA/DFSAI, no se puede concluir el proceso sin 

pronunciarse sobre el fondo, resuelve declarar improcedente la solicitud, 

dejando los autos en despacho para emitir sentencia. 

 

1.9. Sentencia de Primera Instancia 

 

El 24 de marzo del 2015 el Segundo Juzgado Especializado en lo 

Contencioso Administrativo declara fundada en parte la demanda 

interpuesta por MSS y, en consecuencia:  
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- Nula la resolución del Tribunal de Fiscalización Ambiental Nro. 134-

2012-OEFA/TFA de fecha 15 de agosto del 2012 que declara 

infundado el recurso de apelación contra la Resolución Directoral Nro. 

151-2012-OEFA/DFSAI del 12 de junio de 2012, que sanciona a la 

demandante con una multa de 64 UITs, debiendo la demandada 

renovar el acto del procedimiento administrativo, subsanando el error 

incurrido de conformidad con lo establecido en el artículo 177° del 

código procesal civil. 

- Declarar infundada la demanda en los más extremos que la contienen 

sin costas y costos. 

Los fundamentos de esta Sentencia fueron los siguientes: 

- OEFA no advirtió que, existió una demora de cuatro años en expedir 

la sanción, siendo que luego de efectuadas las recomendaciones, la 

administración debía realizar una fiscalización posterior, con la 

finalidad de verificar si la empresa cumplió con levantar dichas 

recomendaciones. 

- Que, la empresa debió cumplir oportuna y completamente con levantar 

las observaciones formuladas en el año 2008, no siendo válido el 

argumento de que, al no haberse realizado supervisión en el primer 

trimestre del 2009, las observaciones del 2010 corresponden a 

nuevas.  

- Que, de los actuados se ha detectado que el hecho materia de 

infracción (haber excedido los LMPs) de la Resolución Nro. 011-96-

EM/VMM no se encontraba vigente, por cuanto se ha contravenido los 

principios de legalidad y tipicidad.  

 

1.10. Recurso de apelación 

 

El 08 de abril del 2015 el OEFA interpone recurso de apelación contra la 

Resolución Nro. 10, en el extremo que declaró fundada en parte la demanda 

interpuesta por MSS, fundamentando su pedido en lo siguiente: 

- Que el juzgador determina erróneamente que se contravendría el 

principio de legalidad y tipicidad al haberse derogado la Resolución 

Ministerial Nro. 011-96-EM/VMM, puesto que, no ha tomado en cuenta 

el inciso 4.2 del artículo 4° del Decreto Supremo Nro. 10-2010-MINAM, 

relativo el cumplimiento de límites máximos permisibles, en el cual se 

señala que los titulares mineros deberán adecuar los procesos en un 

plazo máximo de 20 meses contados a partir de la entrada en vigor de 
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este dispositivo. Es decir que, la Resolución Ministerial Nro. 011-96-

EM/VMM es aplicable hasta el vencimiento del plazo. 

-     Al haberse desarrollado la supervisión del 24 al 26 de noviembre del 

2010, el exceso de límite máximo permisible establecido por la 

Resolución Ministerial Nro. 011-96-EM/VMM, constituye el marco 

regulatorio vigente sobre parámetros máximos permisibles de 

efluentes mineros metalúrgicos. 

-     Por otro lado, es menester indicar que debe resultar la aplicación del 

Decreto Supremo Nro. 10-2010-MINAM, que establece el valor de 

parámetro de STS 50mg/l al igual que la Resolución Ministerial Nro. 

011-96-EM/VMM. 

 

1.11. Dictamen del Ministerio Público 

 

Con fecha 13 de noviembre del 2015 el representante del Ministerio Público 

emite Dictamen, en el cual es de la opinión que debe revocarse la sentencia 

apelada en el extremo que declara fundada en la demanda incoada, y 

reformándola sea declarada infundada, ya que no se ha incurrido en causal 

de nulidad señalada en el artículo 10º de la Ley del Procedimiento 

Administrativo General.  

Esta opinión se fundamenta en que, para el Ministerio Público, siguiendo el 

Decreto Supremo Nro. 010-2010-MINAM publicado el 21 de agosto del 

2010, que estableció que los límites máximos permisibles contenidos en la 

Resolución Ministerial Nro. 011-96-EM/VMM, serían aplicables a los 

titulares mineros que cuenten con estudios ambientales aprobados o que 

estén desarrollando su actividad al 22 de agosto de 2010, como es el caso 

de la empresa en cuestión.  

 

1.12. OEFA absuelve Dictamen  

 

El 20 de enero del 2016 OEFA absuelve el Dictamen emitido por el 

Ministerio Público señalando que al haberse desarrollado la supervisión del 

24 al 26 de noviembre del 2010, el exceso de límite máximo permisible 

establecido en la Resolución Ministerial 011-96-EM/VMM constituye el 

marco regulatorio vigente sobre parámetros máximos permisibles para 
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efluentes mineros metalúrgicos, por lo que, al no encontrarse vigente el 

nuevo marco regulatorio por adecuación y, al encontrarse la empresa 

desarrollando actividad minera no corresponde su aplicación. Asimismo, el 

Decreto Supremo Nº10-2010-MINAM establece un valor igual de 50mg/l 

para los STS por lo que no hay transgresión. 

 

1.13. Sentencia de Segunda Instancia 

 

El 11 de abril del 2016 la Tercera Sala Especializada de lo Contencioso 

Administrativo resuelve revocar la sentencia emitida por Resolución Nº10 

de fecha 24 de marzo del 2015 en el extremo que declara fundada en parte 

de la demanda relacionada con infracción grave que la multó con 50UITs 

reformándola la declaró infundada con lo demás que contiene. 

Los fundamentos de dicha Sentencia son los siguientes: 

- Si bien el Decreto Supremo Nro. 010-2010-MINAM fue publicado 

después de realizada la supervisión a la Unidad La Virgen, se debe 

tener en consideración el numeral “4.2” del artículo 4° de esta norma, 

que indica taxativamente que las empresas deberán adecuar sus 

procesos en el plazo máximo de 20 meses contados a partir de la 

vigencia de esta norma.  

- Asimismo, invoca la Resolución Ministerial Nro. 141-2011-MINAM 

publicada el 30 de junio de 2011, que en su artículo 1° dispone que se 

deben adecuar a las nuevas exigencias, cumpliendo como mínimo los 

valores anteriormente aprobados, hasta la conclusión del plazo de 

adecuación establecido en el Decreto Supremo antes referido.  

- De esta forma, concluye que las Resoluciones Administrativas 

cuestionadas no han incurrido en causal de nulidad prevista en la Ley 

del Procedimiento Administrativo General.  

 

1.14. MSS presenta el recurso de Casación  

 

Con escrito de fecha 02 de mayo del 2016, MSS presenta recurso de 

Casación contra la Sentencia de Vista contenida en la Resolución N.º 04 de 

fecha 11 de abril del 2016 señalando lo siguiente: 
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La obligatoriedad de las autoridades jurisdiccionales de dar cumplimiento a 

las normas vigentes como la única disposición complementaria derogatoria 

del Decreto Supremo Nº10-2010-MINAM de fecha 21 de agosto del 2010, 

que deroga de forma expresa el artículo 4 de la Resolución Ministerial 011-

96-EM/VMM. 

Que, la sentencia plantea una interpretación sui generis de la Resolución 

Ministerial 011-96-EM/VMM, señalando que sigue vigente a la fecha de la 

inspección, es decir del 24 al 26 de noviembre del 2010 fecha de la 

inspección de la empresa encargada por OEFA. 

La interpretación que la sala quiere dar a la Resolución Ministerial 011-96-

EM/VMM, es una vigencia ultractiva a la norma derogada, trasgrediendo así 

el artículo 103° de la Constitución, que consagra la aplicación inmediata de 

la norma vigente, por lo que no se puede aplicar sanciones en base a dicha 

interpretación ya que viola los principios de legalidad, tipicidad e 

irretroactividad.  

Que, en vía de interpretación no se puede aplicar sanciones, puesto que 

vulnera los principios de observancia del debido proceso, tutela 

jurisdiccional, generando una indefensión del administrado. 

 

1.15. Autocalificatorio de recurso de Casación 

 

El 28 de abril del 2017 se rechaza el recurso de Casación interpuesto por MSS, 

por no haber cumplido con reintegrar, dentro del plazo establecido, el monto de la 

tasa judicial por interposición de recurso de Casación. 

 

II. IDENTIFICACIÓN Y ANÁLISIS DE LOS 

PRINCIPALES PROBLEMAS JURÍDICOS DEL 

EXPEDIENTE 
 

De la revisión de los actuados durante la presente demanda y de los argumentos al 

momento de emitir sus resoluciones finales, tanto de primera, como de segunda 

instancia, considero que los problemas jurídicos que presenta este expediente son 

los siguientes: 
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2.1. ¿El OEFA aplicó de manera correcta la multa invocando la 

Resolución Ministerial 011-96-EM/VMM? 

 

- Como primer problema de relevancia jurídica se ha identificado el determinar 

si OEFA aplicó de manera correcta la multa invocando la Resolución 

Ministerial Nro. 011-96-EM/VMM, ello en tanto, el Juez del Segundo Juzgado 

Especializado en lo Contencioso Administrativo declara la nulidad de la 

Resolución Nro. 134-2012-OEFA-TFA, señalando que se había aplicado una 

norma no vigente al momento de la comisión de la infracción. 

 

- Por lo contrario la Tercera Sala revoca esta sentencia señalando que, la 

aplicación de  la Resolución Ministerial 011-96-EM/VMM es correcta ya que 

el Decreto Supremo Nº10-2010-MINAM de fecha 21 de agosto del 2010, 

dispone que los titulares mineros que cuenten con un Estudio de Impacto 

Ambiental o se encuentren desarrollando actividades minero metalúrgicas en  

la entrada de vigencia del presente Decreto Supremo deberán adecuar sus 

procesos en el plazo de 20 meses contados a partir de la entrada de vigencia 

de este dispositivo. 

 

- Del mismo modo la Resolución Ministerial Nro. 141-2011-MINAM del 30 de 

junio del 2011, en su artículo 1° subraya la aplicación del numeral 33.4 

artículo 33 de la Ley Nro. 28611, y precisando que la entrada en vigencia de 

los nuevos valores del límites máximos permisibles para actividades en curso 

deben adecuarse a las nuevas exigencias, los cuales  deben cumplir como 

mínimo, con los valores anteriores aprobados hasta la conclusión del plazo 

de adecuación establecido en el instrumento de gestión ambiental o la norma 

respectiva. 

 

- Por lo que deberá tomarse en cuenta que, si la infracción proviene de la 

inspección realizada del 24 al 26 noviembre del 2010, corresponde analizar 

si en efecto la Resolución Ministerial 141-2011-MINAM del 30 de junio del 

201, como el Decreto Supremo Nº10-2010-MINAM de fecha 21 de agosto del 

2010, disponen la vigencia del art. 4 de la Resolución Ministerial 011-96-

EM/VMM, ya que se establece un plazo de 20 meses de adecuación a 

efectos de cumplir con los LMPs. 
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2.2. ¿La Tercera Sala Especializada en lo Contencioso 

Administrativo ha violado los principios de legalidad, tipicidad 

e irretroactividad? 

 

- Como segundo problema jurídico se analizará si La Tercera Sala 

Especializada en lo Contencioso Administrativo ha violado los principios de 

legalidad, tipicidad y retroactividad, lo cual deriva del análisis de nuestro 

primer problema jurídico ya que, al no precisarse si efectivamente el artículo 

4° de la Resolución Ministerial Nro. 011-96-EM/VMM, se encontraba vigente 

al momento de aplicar la sanción materia de impugnación. 

 

- Cabe entonces analizar si la Tercera Sala ha aplicado la analogía, a fin de 

determinar que correspondía la aplicación el art. 4° de la Resolución 

Ministerial 011-96-EM/VMM, y por ende ha violado los principios de legalidad, 

tipicidad y retroactividad 

 

III. POSICIÓN FUNDAMENTADA SOBRE LOS 

PROBLEMAS JURÍDICOS IDENTIFICADOS. 
 

3.1. Sobre los problemas jurídicos identificados 

 

3.1.1. ¿OEFA aplicó de manera correcta la multa invocando la Resolución 

Ministerial 011-96-EM/VMM? 

 

 Previamente al análisis de la aplicación de la Resolución Ministerial 

Nro. 011-96-EM/VMM, es propio entender la facultad fiscalizadora por 

parte de OEFA, la cual es dispuesta a través de la segunda disposición 

complementarias de la Ley Nro. 1013, donde se indica que: 

“Es el organismo público técnico especializado, con 

personería jurídica de derecho público interno, 

constituyéndose en pliego presupuestal, adscrito al 

Ministerio del Ambiente y encargado de la fiscalización, la 

supervisión, el control y la sanción en materia ambiental.” 
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 Al respecto Morón Urbina refiere que: 

“La doctrina reconoce en la actuación administrativa de 

inspección o comprobación administrativa una función 

especial que tiene por objetivo cautelar y/o constatar el 

cumplimiento de lo previsto por el ordenamiento vigente en 

el desempeño de determinadas actividades sujetas a 

regulación por normas de Derecho Público”. (Morón Urbina, 

2018, pág. 378) 

 Por lo que podemos decir que, la finalidad de la supervisión realizada 

por la empresa de auditoría ambiental Tecnología XXI, designada por 

OEFA, tiene por finalidad cautelar el cuidado del Medio Ambiente y el 

cumplimiento de las normas ambientales que regulan la actividad 

minera, teniendo entonces clara la finalidad de dicha supervisión y 

delimitadas las facultades del OEFA, pudiéndose observar varias 

trasgresiones a las normas ambientales 

Por consiguiente, correspondía iniciar el Proceso Administrativo 

Sancionador, el cual, tiene por objetivo determinar responsabilidad y 

aplicar una sanción en caso correspondiese. 

Morón Urbina define el Proceso Administrativo Sancionador de la 

siguiente manera: 

“El procedimiento sancionador es, entonces, el conjunto 

concatenado de actos que deben seguirse para imponer una 

sanción administrativa. 

Dicho procedimiento tiende, fundamentalmente, a cumplir 

dos objetivos. En primer lugar, constituye un mecanismo de 

corrección de la actividad administrativa, desde que permite 

al órgano con potestad sancionadora comprobar 

fehacientemente si se ha cometido algún ilícito; en segundo 

término, es el medio que asegura al presunto infractor, 

ejercer su derecho a la defensa, alegando y probando lo que 

le resulte favorable y controlado, a la par, la actuación 

inquisitiva de la Administración” (Morón Urbina, 2014, pág. 

123) 

Entendida las competencias del OEFA, la finalidad de la supervisión y 

del Procedimiento Administrativo Sancionador, cabe señalar que la  



20 
 

Resolución Ministerial 011-96-EM/VMM se encontraba tácitamente 

derogada por el Decreto Supremo Nº10-2010-MINAM, sin embargo 

este brindaba un lapso de 20 meses para la adecuación de quienes 

tuvieran a la fecha un Estudio de Impacto Ambiental o se encuentren 

realizando actividades Mineros Metalúrgicas, por lo que, en aplicación 

de la interpretación sistemática, debe entenderse que dentro del plazo 

de adecuación debe aplicarse lo dispuesto en art. 4 de la Resolución 

Ministerial 011-96-EM/VMM, ello a fin de no dejar desprotegido el bien 

jurídico tutelado que es el Medio Ambiente. 

Para Víctor Anchondo la interpretación sistemática refiere a que: 

“Esta interpretación es la que busca extraer del texto de la 

norma un enunciado cuyo sentido sea acorde con el 

contenido general del ordenamiento al que pertenece. 

Procura el significado atendiendo al conjunto de normas o 

sistema del que forma parte.” (Anchondo, 2012, pág. 41) 

Asimismo, Shoschana Zusman T. señala que la interpretación 

sistemática alude al principio de no contradicción: 

“La interpretación sistemática alude a la aplicación del 

principio de no contradicción propio de la ley. Las normas 

tienen que armonizar para que el sistema funcione. Ellas no 

pueden contradecirse, porque de hacerlo, el sistema no 

puede funcionar.  

Por ello son dos las reglas jurídicas fundamentales para la 

aplicación del principio de no contradicción: (i) la norma 

principal es preferida la norma general; y (ii) la norma 

posterior es preferida a la anterior. De ellas deriva las reglas 

que según las cuales (i) la norma especial anterior se refiere 

a la norma general posterior, pues vale como excepción; (ii) 

la norma especial posterior no deroga la norma general 

anterior, sino establece una excepción”. (Zusman T., 2018, 

pág. 162) 

Por tanto, podemos colegir que la aplicación por parte del OEFA de la 

Resolución Ministerial Nro. 011-96-EM/VMM a fin de aplicar la sanción 

a MSS es correcta, ya que de la interpretación sistemática de las 

normas, se entiende que, si bien el artículo 4° de la Resolución antes 

citada se había derogado, la misma continuaba en aplicación hasta el 

vencimiento del plazo de 20 meses para la adecuación de los procesos 
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de las empresas mineras metalúrgicas que se encuentren en actividad 

(o que tengan su estudio de impacto ambiental aprobado). De manera 

que, se entiende que se prolonga la vigencia de la Resolución 

Ministerial 011-96-EM/VMM hasta cumplido el plazo otorgado. 

 

3.1.2. ¿La Tercera Sala Especializada en lo Contencioso Administrativo ha 

violado los principios de legalidad, tipicidad y irretroactividad? 

 

 Para poder entender si en efecto la Tercera Sala Especializada en lo 

Contencioso Administrativo, ha violado los principios de legalidad, 

tipicidad y retroactividad debemos entender que es lo que buscan 

salvaguardar estos principios. 

 En ese sentido, el principio de legalidad siendo uno de los más 

importantes para el presente caso, busca que los actos emitidos por 

la administración se encuentren previstos en la ley.  

 Según Agustín Gordillo: 

“El Principio de Legalidad significa que los actos y 

comportamientos de la administración deben estar 

justificados en una ley previa, que preferible pero no 

necesariamente ha de ser de carácter general. Se trata, 

desde luego, del sometimiento en primer lugar a la 

Constitución y a la Ley del Poder Legislativo, pero también al 

resto del ordenamiento jurídico, por ejemplo, a las normas 

reglamentarias emanadas de la propia administración, lo que 

ha sido dado en llamar el ‘bloque de la legalidad’ o principio 

de juridicidad de la administración. Se ha evocado también 

la idea, no de un bloque, sino de una pirámide, lo que resulta 

adecuado en tanto resalta la necesaria jerarquía normativa 

existente entre las distintas fuentes del derecho que integran 

el ordenamiento jurídico administrativo y que consagran los 

diversos sistemas” (Gordillo, 2022, p. 711) 

Por otra parte, el Principio de Tipicidad hace referencia a una conducta 

típica por parte del administrado la misma que esta explícitamente 

sancionada por la norma. 

Eduardo Cordero Quinzacara señala que: 
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“Por una parte, dada la complejidad de las materias, 

conductas y deberes que se imponen en el ámbito 

administrativo, es necesario que los particulares tengan la 

certeza de los mismos con el objeto de adecuar su conducta 

a lo exigido por la autoridad para no incurrir en alguna 

infracción. Al mismo tiempo, dicha conducta es en principio 

legítima, salvo que el propio legislador determine que debe 

ser prohibida y sancionada, cuestión de estricta reserva 

legal.” (Cordero Quinzacara, 2014) 

Finalmente, el Principio de Irretroactividad según la Ley Nro. 27444, 

Ley Procedimiento Administrativo General estipula que: “Son 

aplicables las disposiciones sancionadoras vigentes al momento de 

incurrir el administrado en la conducta a sancionar, salvo que las 

posteriores le sean más favorables. Las disposiciones sancionadoras 

producen efecto retroactivo en cuanto favorecen al presunto infractor 

o al infractor, tanto en lo referido a la tipificación de la infracción como 

a la sanción y a sus plazos de prescripción, incluso respecto de las 

sanciones en ejecución al entrar en vigor la nueva disposición”. 

Entendido entonces la aplicación de los principios antes mencionados, 

podemos llegar a la conclusión que ninguno de ellos fue violado por la 

Tercera Sala Especializada en lo Contencioso Administrativo ya que, 

al aplicar la Resolución Ministerial 011-96-EM/VMM, esta Sala 

concluye que se ha utilizado esta norma (si bien derogada), con motivo 

de que otra norma, en este caso, el Decreto Supremo Nº10-2010-

MINAM, le brindaba una validez y excepcionalidad de aplicación.  

Por tanto, no estamos frente a la aplicación retroactiva de una norma, 

sino que, la norma anterior no está derogada totalmente, dado que hay 

un plazo de adecuación para los casos específicos en que los 

administrados se encuentren realizando actividades minero 

metalúrgicas o que cuente con un Estudio de impacto Ambiental, por 

el cual, la nueva norma no se puede aplicar en estos casos, siendo 

congruente la aplicación de la norma anterior. 

Por ende, al encontrarse vigente la norma derogada para aplicarse en 

los casos específicos señalados en el párrafo anterior, tenemos que la 

conducta de MSS se encuentra tipificada en la norma como ilícita y por 

ende, pasible de una sanción tal como el OEFA de manera adecuada 

ha aplicado. 
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IV. POSICIÓN FUNDAMENTADA SOBRE LAS 

RESOLUCIONES EMITIDAS. 
 

4.1. Sobre las Resoluciones Emitidas 

 

4.1.1. Resolución Nro. 10 que contiene la sentencia en primera instancia. 

 

Al respecto debo manifestar que, me encuentro en desacuerdo con 

la sentencia emitida en primera instancia por las siguientes 

consideraciones:  

- Que, se señala que en el momento de la supervisión realizada 

por OEFA del 24 al 26 de noviembre del 2010, la Resolución 

Ministerial 011-96-EM/VMM no se encontraba vigente; 

empero, no se toma en consideración que, para esta fecha, si 

lo estaba el Decreto Supremo Nº10-2010-MINAM que se 

publicó el 21 de agosto del 2010, el cual señala que se brinda 

un lapso de 20 meses para la adecuación para quienes 

cuenten con un Estudio de Impacto Ambiental o se encuentre 

realizando labores minero metalúrgicas. 

- Que, si bien es cierto, la Resolución Ministerial 011-96-

EM/VMM no se encontraba vigente, debe entenderse que una 

norma no se emite de manera aislada y debe ser interpretada 

de manera sistemática, siendo que el bien jurídico tutelado en 

este caso es el Medio Ambiente, deberá interpretarse el 

Decreto Supremo Nº10-2010-MINAM en concordancia con las 

demás normas que regulan su protección, por lo que, para 

resolver de forma idónea, deberá tomarse en cuenta lo 

señalado en la Ley Nro. 28611, que regula los Límites 

Máximos Permisibles en el numeral 142.2 del art. 142  (…) y 

precisa que, su cumplimiento es exigible legalmente por el 

Ministerio del Ambiente y los organismos que conforman el 

Sistema Nacional de Gestión Ambiental.  

- Que, el Decreto Supremo Nº10-2010-MINAM al haber 

brindado un lapso de 20 meses para la adecuación de los 

lineamientos ahí establecidos, no debe ser entendido que, en 

dicho tiempo, el bien jurídico tutelado (el medio ambiente) 
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quedará desprotegido, sino por lo contrario, mientras 

transcurra este periodo de adecuación, deberá aplicarse la 

norma anterior, es decir la Resolución Ministerial Nro. 011-96-

EM/VMM.  

 

4.1.2. Resolución Nro. 4 que contiene la sentencia en segunda instancia. 

 

Al respecto me encuentro de acuerdo con la sentencia emitida en 

segunda instancia por las siguientes consideraciones: 

- La Tercera Sala Especializada en lo Contencioso 

Administrativo cumplió con realizar una interpretación 

sistemática de la norma aplicable con respecto a los Límites 

Máximos Permisibles, estableciendo que en concordancia con 

las demás normas expedidas con el fin de la protección del 

Medio Ambiente debía entenderse que el lapso de 20 meses 

otorgados por la administración mediante el Decreto Supremo 

Nº10-2010-MINAM no implicaba la desprotección de este. 

- Asimismo, dentro del análisis para la aplicación correcta de la 

norma la Tercera Sala señala que la Resolución Ministerial 

Nro.141-2011-MINAM, del 30 de junio del 2011 remarcaba 

“(…) la entrada en vigencia de los nuevos valores del límites 

máximos permisibles para actividades en curso deben 

adecuarse a las nuevas exigencias deben cumplir como 

mínimo con los valores anteriores aprobados hasta la 

conclusión del plazo de adecuación establecido en el 

instrumento de gestión ambiental o la norma respectiva”, sin 

embargo, considero que dentro de la interpretación no debió 

tomarse en cuenta normas expedidas después de conocida la 

infracción, sino valerse únicamente de las que ya se 

encontraban vigentes. 

- Por otro lado, cabe señalar que tal como hace mención la 

Tercera Sala, en el presente caso no existe vulneración a los 

principios de legalidad y tipicidad ya que tanto la Resolución 

Ministerial 011-96-EM/VMM y el Decreto Supremo Nº10-2010-

MINAM determinan que el parámetro máximo correspondiente 

al STS es de 50mg/l, y es precisamente que en la supervisión 

realizada del 24 al 26 de noviembre del 2010 se determina que 

MSS ha superado los LMPs, al arrojar un resultado de 84mg/l  

de STS, configurándose una conducta típica sancionable por 
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ambas normas. Por tanto, se ha cumplido con ambos 

principios, no configurándose violación alguna. 

 

V. CONCLUSIONES  
 

Del análisis del presente expediente, se ha llegado a las siguientes conclusiones: 

1. El Segundo Juzgado especializado en lo contencioso ha aducido 

erróneamente que la Resolución Ministerial 011-96-EM/VMM no le era 

aplicable a MSS, dado que se encontraba derogada tácitamente por el 

Decreto Supremo Nº10-2010-MINAM, sin tomar en cuenta el periodo de 

adecuación. 

2. El tiempo de adecuación brindado por el Decreto Supremo Nº10-2010-

MINAM no implica una indefensión al bien jurídico tutelado (Medio Ambiente). 

3. Las normas deben ser interpretadas no solo taxativamente sino de manera 

sistemática a fin de poder darle un sentido a la finalidad que estas tienen, por 

lo que es totalmente válida la aplicación de la Resolución Ministerial 011-96-

EM/VMM. 
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✔ Dictamen del Ministerio Público Nro. 663-2014. 

✔ Solicitud de conclusión del proceso sin declaración sobre el fondo. 

✔ Absolución de OEFA sobre solicitud de conclusión del proceso sin declaración sobre 

el fondo. 

✔ Sentencia de primera instancia. 

✔ Recurso de apelación.  

✔ Dictamen del Ministerio Público Nro. 1324-2015. 

✔ Absolución de OEFA sobre Dictamen del Ministerio Público Nro. 1324-2015. 

✔ Sentencia de Segunda instancia. 

✔ Recurso de Casación. 

✔ Autocalificatorio de Recurso de Casación.  
















































